CO-L1161
Página 4 de 9
Análisis del Cumplimiento del Programa COLOMBIA: Renewable Energy Financing Program for the Non Interconnected Zones (CO-L1161) , con la Política de Servicios Públicos Domiciliarios 
(GN-2716-6)

	Condiciones de la Política
	Descripción
	Comentarios

	1. Sostenibilidad Financiera
	Para cada operación se deberá verificar que el servicio correspondiente generará o recibirá fondos suficientes para atender sus compromisos financieros y sufragar los costos de operación y mantenimiento de los sistemas relacionados con la operación.
	La Ley 142 de 1994, arts. 73.11 y 74.1, establecen que corresponde a la Comisión de Regulación de Energía y Gas definir la metodología y aprobar las tarifas para el servicio de energía eléctrica en la ZNI. El art. 87 establece que el régimen tarifario está orientado entre otros, por criterios de suficiencia financrelies on a set of transparent iera, de forma tal que se garantice la recuperación de los costos y gastos propios de operación, incluyendo la expansión, la reposición y el mantenimiento; permitirán remunerar el patrimonio de los accionistas en la misma forma en la que lo habría remunerado una empresa eficiente en un sector de riesgo comparable. El art. 90 indica que las tarifas podrán incluir i) un cargo por unidad de consumo que refleje la estructura de costos, ii) un cargo fijo asociado a la disponibilidad permanente del servicio, iii) un cargo por aportes de conexión del usuario a la red pública. El art. 91 establece que las fórmulas de tarifas se calculará por separado, cuando sea posible, una fórmula para cada una de las diversas etapas del servicio.
El equipo del programa garantizara que las regulaciones crediticias hagan referencia a que BANCOLDEX supervisar  que los sub-créditos cumplan con la sostenibilidad financiera establecida en la Política de Servicios Públicos del BID. 
Como parte de este trabajo, durante la evaluación de las propuestas de proyectos presentadas para financiamiento, BANCOLDEX a través de la banca de primer piso evaluará la capacidad financiera e institucional del proponente para ejecutar el proyecto en ZNI. Donde se consideran los requerimientos socio-ambientales de acuerdo a lo establecido en la regulación de crédito y el IGAS y lo citado en el anexo de análisis de la demanda , donde se han establecido criterios mínimos de participación y un análisis económico que va acorde a las condiciones de cumplimiento del CTF (FIT to CTF ). 
Este programa cuenta con una sostenibilidad Financiera ya que provee los términos y condiciones para cubrir el, CAPEX, OPEX y los periodos de repago para los proponentes elegibles. 
Para fortalecer y garantizar la sostenibilidad los proyectos que presenten propuestas a la línea; el programa a través de la Cooperación Técnica (CO-T1409) contara con actividades complementarias que permitirán  fortalecer las capacidades institucionales.

	2. Evaluación Económica
	Los proyectos de servicios públicos domiciliarios deberán ser económicamente rentables de acuerdo a las metodologías de evaluación costo beneficio y costo efectividad utilizadas y aceptadas por el Banco.
	Se realizó un análisis costo beneficio de una muestra representativa de 37 operadores. El modelo de evaluación propuesto identificó que los beneficios privados y sociales del programa provendrían de los ahorros en la generación de energía y en el valor económico de las emisiones reducidas.  Los beneficios privados ocurren como consecuencia de la diferencia significativa entre los costos operativos promedio de las tecnologías renovables y los costos de generar bajo tecnología diésel. Se  estimó que el valor presente de los ahorros en costos (descontando a una tasa de 12%) es de USD 27.98 millones. Por otro lado, se estimó que el programa promoverá la reducción de 1.07 millones de toneladas de CO2e durante toda la vida de las plantas financiadas. De esta forma, el valor presente neto de las emisiones reducidas para toda la vida útil de las plantas financiadas es de USD 5.29 millones. Esto lleva a un valor presente neto del programa de USD 33.27 millones. Finalmente, el análisis de costo efectividad concluyó que el unit abatement cost de los fondos CTF es de USD 9.08 millones por tonelada de CO2 reducida, mientras que el mismo es de 26.2 cuando se considera todos los fondos levantados por el programa. 

	Objetivos de la Política
	Descripción
	Comentarios

	1. Fomentar el Acceso
	Las políticas deben promover el acceso a todos los usuarios, especialmente a las comunidades y grupos más desfavorecidos. 
	El art. 365 de la Constitución Política de Colombia establece que los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado y es deber de éste, asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional.
El art. 114 de la Ley 1450 de 2011, establece que el Ministerio de Minas y Energía continuará diseñando esquemas sostenibles de gestión para la prestación del servicio de energía eléctrica en las Zonas No Interconectadas.
La Ley 143 de 1994 (Régimen para la generación, interconexión, transmisión, distribución y comercialización de electricidad) art. 3, literal f, establece que corresponde al Estado "alcanzar una cobertura en los servicios de electricidad a las diferentes regiones y sectores del país, que garantice la satisfacción de las necesidades básicas de los usuarios de los estratos 1, 2 y 3 y los de menores recursos del área rural, a través de los diversos agentes públicos y privados que presten el servicio".
El Estado Colombiano posee Fondos de Apoyo Financiero para contribuir a la universalización de los servicios públicos en el país con diferentes ámbitos de aplicación, requisitos y limitaciones en tiempo y recursos, definidos por su normatividad vigente (Fondo de Apoyo Financiero para la Energización de las Zonas Rurales Interconectadas (FAER); Fondo de Apoyo a las Zonas No Interconectadas (FAZNI); Programa de Normalización de Redes Eléctricas (PRONE); Sistema General de Regalías (SGR – ELÉCTRICOS). 

	2. Suministrar el acceso al servicio en condiciones de confiabilidad y calidad adecuadas.
	Es importante asegurar que las variaciones de costo guarden un equilibrio apropiado con los cambios en la calidad del servicio. Este equilibrio sólo puede obtenerse mediante una estricta reglamentación de la calidad del servicio. El marco reglamentario debe contener procedimientos mediante los cuales se definan claramente las normas de calidad y se controlen y hagan cumplir por medio de un sistema de sanciones e incentivos.
	Los artículos 1, 2 y 4 de la Ley 142 de 1994 (Ley de Servicios Públicos Domiciliarios), prevén que la prestación del servicio público domiciliario de energía eléctrica y sus actividades complementarias constituyen servicios públicos esenciales y el Estado intervendrá en los mismos a fin de, entre otros, garantizar la calidad del bien y su disposición final para asegurar el mejoramiento de la calidad de vida de los usuarios, así como su prestación continua, ininterrumpida y eficiente. 
[bookmark: _GoBack]Según las Leyes 142 y 143, la función de regulación por parte del Estado tiene como objetivo básico asegurar una adecuada prestación del servicio mediante el aprovechamiento eficiente de los diferentes recursos energéticos, en beneficio del usuario en términos de calidad, oportunidad y costo del servicio. Para el logro de este objetivo, promoverá la competencia, creará y preservará las condiciones que la hagan posible. Para ello, en 1994 se crea la Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG), entidad eminentemente técnica y su objetivo es lograr que los servicios de energía eléctrica, gas natural, gas licuado de petróleo (GLP) y combustibles líquidos se presten al mayor número posible de personas, al menor costo posible para los usuarios y con una remuneración adecuada para las empresas que permita garantizar calidad, cobertura y expansión. 
Para las ZNI, el Decreto 1623 de 2015, art 2.2.3.3.2.2,3.9 establece las condiciones de prestación del servicio de energía eléctrica: La CREG, mediante resolución, definirá los indicadores y metas de calidad que deben cumplir los prestadores del servicio de energía eléctrica en las ZNI, al igual que los incentivos para alcanzar dichas metas y reducir las pérdidas de energía, También determinará las obligaciones de dichos prestadores en relación con el reporte de información asociada a la prestación del servicio. La SSPD deberá hacer seguimiento a dichos indicadores y publicar semestralmente sus resultados.

	3. Suministrar un servicio en condiciones de eficiencia.
	Debe asegurarse que, desde el punto de vista de la oferta, los servicios se proveen con los menores costos posibles.
	Ley 142, art. 98 Establece que las entidades que presten servicios públicos tienen la obligación de asegurar que el servicio se preste en forma continua y eficiente, y sin abuso de la posición dominante que la entidad pueda tener frente al usuario o a terceros.
En las Leyes 142 y 143 de 1994 se establece que las actividades relacionadas con el servicio de electricidad se regirán por principios de eficiencia, calidad, continuidad, adaptabilidad, neutralidad, solidaridad y equidad. El principio de eficiencia obliga a la correcta asignación y utilización de los recursos de tal forma que se garantice la prestación del servicio al menor costo económico.
El Decreto 1623 de 2015, art 4 prevé que la CREG establecerá criterios específicos para la remuneración de los proyectos destinados para ampliación de cobertura del servicio de energía eléctrica de tal forma que se incentive a los Operadores de Red (OR) a aumentar dicha cobertura y se recuperen los costos eficientes de prestar el servicio en las zonas determinadas en la normatividad legal.

	4. Generar incentivos adecuados a la demanda de servicios.
	Debe velarse porque existan los incentivos adecuados para que los usuarios hagan un uso de estos servicios compatible con su sostenibilidad económica, financiera y ambiental.
	El Decreto 1623 de 2015, art. 7, establece que la ampliación cobertura del servicio energía eléctrica a usuarios a quienes no sea económicamente eficiente conectar al SIN, se realizará mediante soluciones aisladas centralizadas o individuales y micro-redes, las cuales serán construidas y operadas principalmente por OR del SIN, o a través esquemas empresariales tales como las Áreas Servicio Exclusivo, ASE. Dichas inversiones podrán ser realizadas tanto con recursos públicos como con inversiones a efectuadas por empresas prestadoras del servicio. En este último caso las inversiones serán remuneradas a través de tarifas.

	5. Promover la sostenibilidad de los servicios públicos domiciliarios.
	El alcance de la sostenibilidad de los servicios públicos domiciliarios se promoverá en función de tres pilares:
a. Sostenibilidad financiera: procurando contar con suficientes ingresos por la prestación del servicio al usuario, con los aportes de la comunidad y con los aportes directos del gobierno que permitan cubrir los costos eficientes de prestación del servicio.
b. Sostenibilidad ambiental: apoyando que la selección, ejecución, operación y mantenimiento de los proyectos para prestar el servicio cumplan con las salvaguardias ambientales del Banco y contribuyan al desarrollo de una infraestructura con mayor resiliencia, considerando alternativas viables para mitigar el cambio climático.
c. Sostenibilidad social: contribuyendo a incrementar el acceso al servicio y previendo mecanismos de consulta con la comunidad sobre los aspectos relevantes de la provisión del servicio.
	Sostenibilidad Financiera: La Ley 142 de 1994, arts. 73.11 y 74.1, establecen que corresponde a la Comisión de Regulación de Energía y Gas definir la metodología y aprobar las tarifas para el servicio de energía eléctrica en la ZNI. El art. 87 establece que el régimen tarifario está orientado entre otros, por criterios de suficiencia financiera, de forma tal que se garantice la recuperación de los costos y gastos propios de operación, incluyendo la expansión, la reposición y el mantenimiento; permitirán remunerar el patrimonio de los accionistas en la misma forma en la que lo habría remunerado una empresa eficiente en un sector de riesgo comparable. 
Sostenibilidad ambiental: La Ley 143, art. 51 establece que las empresas públicas, privadas o mixtas, que emprendan proyectos susceptibles de producir deterioro ambiental tendrán la obligación de evitar, mitigar, reparar y compensar los efectos negativos sobre el ambiente natural y social generados en el desarrollo de sus funciones, de conformidad con las normas vigentes y las especiales que señalen las autoridades competentes.
Ley 142, art. 11.15 establece que las entidades que presten servicios públicos tienen la obligación de cumplir con su función ecológica, para lo cual, y en tanto su actividad los afecte, protegerán la diversidad e integridad del ambiente, y conservarán las áreas de especial importancia ecológica, conciliando estos objetivos con la necesidad de aumentar la cobertura y la costeabilidad de los servicios por la comunidad. 
El Decreto 1623, art 3 prevé la inclusión en la solicitud de recursos financieros para la implementación de proyectos de electricidad, el valor de la ejecución de planes de mitigación necesarios. En su art 7 obliga al prestador de servicio en ZNI a priorizar fuentes no convencionales de energía renovable o gas licuado de petróleo, según sea económicamente más eficiente.
La Ley 1715 de Mayo de 2014 tiene como objeto promover el desarrollo y la utilización de fuentes no convencionales de energía renovable (FNCER) en el sistema energético nacional, mediante su integración al mercado eléctrico, su participación en las ZNI y en otros usos energéticos, como medio necesario para el desarrollo económico sostenible, la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero y la seguridad del abastecimiento energético. Con los mismos propósitos se busca promover la gestión eficiente de la energía, que comprende tanto la eficiencia energética como la respuesta de la demanda.
A través del sistema de gestión ambiental y social implementado para el programa, se asegura que en la selección, ejecución, operación y mantenimiento de los proyectos, cumplan con las salvaguardas ambientales del BID. Igualmente,  Bancoldex tiene su propio sistema de gestión de riesgos ambientales y sociales, el cual está siendo ajustado para el manejo de les riesgos potenciales identificados para los proyectos de este programa.
Sostenibilidad Social:. En desarrollo del artículo 369 de la Constitución Política de Colombia, en todos los municipios deberán existir "Comités de Desarrollo y Control Social de los Servicios Públicos Domiciliario" compuestos por usuarios, suscriptores o suscriptores potenciales de los servicios públicos a los que se refiere la Ley 142, con el fin de asegurar la participación de los usuarios en la gestión y fiscalización de las empresas de servicios públicos domiciliarios.
La Ley 143 de 1994 establece que durante la fase de estudio y como condición para ejecutar proyectos de generación e interconexión, las empresas propietarias de los proyectos deben informar a las comunidades afectadas, consultando con ellas primero, los impactos ambientales, segundo, las medidas previstas en el plan de acción ambiental y tercero, los mecanismos necesarios para involucrarlas en la implantación del plan de acción ambiental.
El sistema de gestión ambiental y social del programa cuenta con la verificación de cumplimiento de la regulación local en materia de consulta pública (Ley 143 de 1994 mencionada arriba y Directiva Presidencial n10 del 07 de noviembre 2013).



	Principios de la Política que orientan el diseño de las operaciones del Banco
	Descripción
	Comentarios

	1. Apoyar a los países para atender las necesidades básicas 
	Se apoyará el desarrollo de esquemas sostenibles que utilicen la combinación costo-eficiencia y las soluciones tecnológicas más apropiadas en función de las características de la demanda y el servicio público para atender las necesidades de acceso de la población, tanto rural como urbana.
	Los problemas económicos y sociales presentes  en las ZNI están acentuados por la condición de dispersión de la población y la ruralidad de sus municipios, destacándose los indicadores de pobreza en Chocó, Cauca y Nariño, entre el 40% y el 80%, de la población con Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI), inseguridad en zonas urbanas y rurales, y desarticulación con el resto del territorio nacional. 
Como estrategia de intervención, el Gobierno en el Plan Nacional de Desarrollo 2014 – 2018 (PND), “Todos por un nuevo país” (Ley 1753 del 9 de junio 2015) prioriza intervención en la zona mediante acciones para disminuir las brechas sociales y económicas en cinco ejes: (i) servicios públicos y desarrollo urbano; (ii) medio ambiente y producción sostenible; (iii) conectividad para la competitividad; (iv) educación, empleabilidad y movilidad social; y (v) capacidad institucional, transparencia y rendición de cuentas. 
En cuanto a la calidad de los servicios de energía, en el país se cuenta con una buena  cobertura del servicio de energía eléctrica, de acuerdo con la Unidad de Planeación Minero Energética UPME y el PIEC (Plan Indicativo de Expansión de Cobertura de Energía Eléctrica), el índice de cobertura promedio a nivel nacional es del 96,1 %  y desagregada en urbano y rural de 99,59 % y 84,84 % respectivamente.  No obstante, las dos terceras partes del territorio nacional no son atendidas por el SIN  ( Zonas No Interconectadas- ZNI). En las áreas de ZNI habitan aproximadamente 1,83 millones de personas en 1.565 localidades de los cuales sólo el 34 % cuentan con el servicio de energía eléctrica. De acuerdo con el PIEC de la UPME, existen en total 11,7 millones de viviendas en el país, de las cuales el 1,5 % (0,18 millones) cuentan con el servicio en las ZNI y el 2,3 %  (7,500) se consideran como no interconectables siendo elegibles a  una solución basada en generación diésel, renovable o híbrida. Para alcanzar la universalización del servicio eléctrico, se requerirían US$600 millones de recursos nacionales.

	2. Las mejoras continuas en la gobernanza de los servicios públicos domiciliarios serán clave para incrementar la eficiencia en su provisión y proteger satisfactoriamente los intereses de los usuarios
	La Política sostiene que la gobernanza para la toma de decisiones en la gestión de los servicios públicos domiciliarios, así como el marco normativo y/o regulatorio que los reglamenta y supervisa, son los principales factores determinantes de su desempeño, calidad y sostenibilidad.
	La Ley 142 de 1994 art. 1, 2, y 4, prevé que la prestación del servicio de energía eléctrica y sus actividades complementarias constituyen servicios públicos esenciales y el Estado intervendrá en los mismos a fin de garantizar la calidad del bien y su disposición final para asegurar el mejoramiento de la calidad de vida de los usuarios y su prestación continua, ininterrumpida y eficiente. Bajo este marco, la estructura sectorial establecida regula y actualiza los lineamientos de política y regulación del sector de acuerdo a sus competencias y responsabilidades.

	A. Promover la integridad, la transparencia y la rendición de cuentas
	Se apoyará el desarrollo de esquemas sostenibles que utilicen la combinación costo-eficiencia y las soluciones tecnológicas más apropiadas en función de las características de la demanda y el servicio público para atender las necesidades de acceso de la población, tanto rural como urbana.
	El artículo 2.2.3.3.2.2,3.9 del Decreto Único Reglamentario 1073 de 2015, adicionado por el artículo 7 del Decreto 1623 de 2015, establece que corresponde a la CREG determinar las obligaciones de los prestadores del servicio de energía en relación con el reporte de información asociada a la prestación del servicio. La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios debe hacer seguimiento a dichos indicadores y publicar semestralmente su resultado.

	B. Analizar las características e impactos de los subsidios
	La operación y financiamiento de los servicios debería lograr la recuperación de costos de prestación en condiciones de eficiencia mediante tarifas a los usuarios. Sin embargo, se reconoce que, ocasionalmente, la sostenibilidad financiera puede alcanzarse complementando los ingresos provenientes de las, con aportes de la comunidad y aportes directos del gobierno. En situaciones en las que se otorguen subsidios, se promoverá que tanto su asignación como utilización se realicen de modo transparente y sujeto a mecanismos frecuentes y eficaces de rendición de cuentas. En los casos en que se otorguen subsidios tarifarios, se impulsará su focalización en los grupos más vulnerables y de menores ingresos. Adicionalmente, y en la medida de lo posible, se apoyará a los países para sustituir los subsidios tarifarios a los servicios públicos por mecanismos de transferencias de ingresos más directos y focalizados en los segmentos de la población con menores ingresos.
	La Ley 142 de 1994, establece entre sus objetos, en art. 2: ampliación permanente de la cobertura mediante sistemas que compensen la insuficiencia de la capacidad de pago de los usuarios; y establecer un régimen tarifario proporcional para los sectores de bajos ingresos de acuerdo con los preceptos de equidad y solidaridad.
Las ZNI y las Áreas de Servicio Exclusivo (ASE) tienen su propio régimen estratificación, de contribuciones y subsidios, dictado por la Ley 1151 de 2007, art. 65, y desarrollado por la CREG (Res 091 de 2007 y 161 de 2008 y 074 de 2009) y pactado en los contratos de concesión de las ASE.

	C. Separación de Funciones para mejorar la gobernanza sectorial
	Deben separarse las funciones de formulador de políticas, regulador y empresario y asignarse a instituciones distintas y apropiadas. De esta manera, las autoridades conservarán la responsabilidad de formular la política, un ente público separado dictará el régimen reglamentario y se asignará al proveedor del servicio una función exclusivamente empresarial, sea ésta de propiedad estatal o privada. Esta Política reconoce, sin embargo, que la organización institucional no puede responder a un modelo único, debiendo adaptarse a las particularidades de cada sector y país. En varios países de la región, la responsabilidad de la formulación de políticas, la regulación y la provisión de los servicios públicos domiciliarios reside en el ámbito local (provincial o municipal). En estos casos, en los cuales no necesariamente es óptimo separar los roles de formulación de políticas y de regulación, el Banco promoverá una regulación homogénea, con parámetros mínimos adecuados de calidad, principios para la fijación de tarifas, y mecanismos de supervisión y control. Además, contribuirá a desarrollar mecanismos institucionales que fortalezcan la debida gestión en el marco de la legislación local. 
	Formulación de Política. El Gobierno Nacional está encargado de diseñar la política del sector, a través del Ministerio de Minas y Energía. Ejerce la función de planificador de las inversiones por medio de la Unidad de Planeación Minero Energética (UPME).
Regulación. La Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG) es la encargada de reglamentar, a través de normas jurídicas, el comportamiento de los usuarios y las empresas con el objetivo de asegurar la prestación de estos servicios públicos en condiciones de eficiencia económica con una adecuada cobertura y calidad del servicio.
Mercado. Está compuesto por los usuarios que se clasifican en regulados y no regulados, y los agentes: (i) Regulados 
Persona natural o jurídica cuyas compras de electricidad están sujetas a tarifas establecidas por la Comisión de Regulación de Energía y Gas. Aquí está la mayoría de usuarios comerciales, oficiales y los residenciales clasificados por estratos socioeconómicos y algunos industriales; (ii) No regulados: Persona natural o jurídica que realiza una demanda de energía superior a 2 Mega Vatios (2MW). Pueden negociar libremente los costos de las actividades relacionadas con generación y comercialización de energía. En este nivel de consumo están industriales y comerciales que son grandes consumidores; y (iii) Agentes. Llevan la energía al usuario final (generadores, transportadores, distribuidores, comercializadores y administradores).
La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios (SSPD) ejerce el control, inspección y vigilancia de los prestadores de servicios.

	D. Establecer la estructura sectorial más apropiada en el contexto de las características del servicio y los objetivos de la política
	Considerando la heterogeneidad en los mercados y servicios de la región, esta Política no promueve una organización industrial sectorial única para la prestación de los servicios públicos domiciliarios, y destaca que independientemente del modelo de gestión utilizado, se debe contar con prácticas de buena gobernanza y con un marco regulador claro, predecible y estable que incentive la eficiencia y la inversión.
	Energía.
La organización sectorial vigente desde 1994 cumple con criterios de separación de funciones, al tiempo que abre la entrada a la participación del sector privado con los principios de eficiencia, equidad, sostenibilidad.

	E. El rol de la regulación económica para incentivar la eficiencia, la inversión y proteger los derechos de los usuarios
	La adopción de un régimen regulatorio eficaz y adaptado a las condiciones particulares de cada sector en cada país es un factor clave para el logro de los objetivos de la Política. Un régimen regulatorio debe contribuir a reducir el costo del capital de los proveedores del servicio, incentivar la inversión, fijar estándares de calidad de los servicios y permitir que los proveedores del servicio obtengan ingresos suficientes para alcanzar la sostenibilidad financiera. La promoción de los derechos de los usuarios debe ser un objetivo primordial del proceso de regulación de los servicios. Así, la regulación debe lograr que las ganancias de eficiencia, alcanzadas en el tiempo por los proveedores de los servicios, se trasladen a los usuarios vía reducciones tarifarias o mediante mejoras en la calidad del servicio. Independientemente de la estructura sectorial y el modelo institucional para la regulación elegida por cada país, se debe brindar asistencia en el desarrollo de sistemas de información que permitan a los formuladores de políticas y a los usuarios conocer la estructura y nivel de costos y tarifas en las todas las etapas de producción de los servicios.
	Energía.
Según Ley 143, art. 23, la función de regulación por parte del Estado tiene como objetivo básico asegurar una adecuada prestación del servicio mediante el aprovechamiento eficiente de los diferentes recursos energéticos, en beneficio del usuario en términos de calidad, oportunidad y costo del servicio. Para el logro de este objetivo, promoverá la competencia, creará y preservará las condiciones que la hagan posible. Para ello, en 1994 se crea la Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG), entidad eminentemente técnica y su objetivo es lograr que los servicios de energía eléctrica se presten al mayor número posible de personas, al menor costo posible para los usuarios y con una remuneración adecuada para las empresas que permita garantizar calidad, cobertura y expansión. 
Para las ZNI, el Decreto Único Reglamentario 1073 de 2015, art 2.2.3.3.2.2,3.9 establece las condiciones de prestación del servicio de energía eléctrica: La CREG, mediante resolución, define los indicadores y metas de calidad que deben cumplir los prestadores del servicio de energía eléctrica en las ZNI, al igual que los incentivos para alcanzar dichas metas y reducir las pérdidas de energía, También determinará las obligaciones de dichos prestadores en relación con el reporte de información asociada a la prestación del servicio. La SSPD es la responsable de hacer seguimiento a dichos indicadores y publicar semestralmente sus resultados.

	F. Generar condiciones adecuadas para que la participación privada sea una opción viable para la provisión de servicios públicos domiciliarios
	Esta Política reconoce que la competencia tiene el potencial de aumentar la eficiencia productiva y la calidad del servicio. En los mercados cuya tecnología de producción no exhibe las características propias de los monopolios naturales, es posible generar competencia en el mercado, permitiendo que varias empresas ofrezcan servicios simultáneamente. Cuando los mercados son monopolios naturales la competencia por el mercado puede producir los mismos resultados que la competencia en el mercado, siempre que el proceso de selección y regulación de la empresa proveedora del servicio sea abierto y efectivo. La Política reconoce, a su vez, que la participación privada (cualquiera sea su modalidad: contratos de gestión, concesiones o empresas de propiedad mixta, entre otras) es un instrumento clave para cerrar las brechas en la cantidad y calidad de los servicios domiciliarios en la región. 
	En este marco, la Ley 142 de 1994 desmonopoliza la prestación de los servicios públicos domiciliarios (art. 15). De esta forma la labor del Estado es velar porque estos servicios sean ofrecidos de una manera eficiente y acorde con el marco legal que este establece. Consagra un régimen de Derecho Privado para la constitución, actos y contratos de las empresas de servicios públicos domiciliarios (art. 32).
La Ley 143 (para energía), art. 3, consagra como obligaciones del Estado, la promoción de la libre competencia, controlar las prácticas de competencia desleal y los abusos de posición dominante, velar por los derechos de los usuarios, asegurar la incorporación de los aspectos ambientales en las actividades del sector eléctrico, satisfacer las necesidades básicas de la población y asegurar la disponibilidad del servicio 1994. El art. 23 define la función de regulación por parte del Estado con el objetivo básico de asegurar una adecuada prestación del servicio mediante el aprovechamiento eficiente de los diferentes recursos energéticos, en beneficio del usuario en términos de calidad, oportunidad y costo del servicio. Para el logro de este objetivo, promoverá la competencia, creará y preservará las condiciones que la hagan posible. 
La ley 142 de 1994, art 5, establece la competencia de los municipios en cuanto a la prestación de los servicios públicos, la cual la define que estos deberán: i) asegurar que se presten a sus habitantes, de manera eficiente, los servicios domiciliarios de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, y telefonía pública básica conmutada, por empresas de servicios públicos de carácter oficial, privado o mixto, o directamente por la administración central del respectivo municipio en los casos previstos en el artículo siguiente; ii) asegurar en los términos de la ley de servicios públicos, la participación de los usuarios en la gestión y fiscalización de las entidades que prestan los servicios públicos en el municipio; iii) disponer el otorgamiento de subsidios a los usuarios de menores ingresos, con cargo al presupuesto del municipio; iv) estratificar los inmuebles residenciales de acuerdo con las metodologías trazadas por el Gobierno Nacional; v) establecer en el municipio una nomenclatura alfa numérica precisa, que permita individualizar cada predio al que hayan de darse los servicios públicos; vi) apoyar con inversiones y demás instrumentos descritos en la Ley 142 de 1994, a las empresas de servicios públicos promovidas por los departamentos y la Nación para realizar las actividades de su competencia. 
La Ley 142 de 1994, art. 40 establece que para que la distribución domiciliaria de energía eléctrica, se pueda extender a las personas de menores ingresos, la entidad o entidades territoriales competentes, podrán establecer mediante invitación pública, Áreas de Servicio Exclusivo (ASE), en las cuales podrá acordarse que ninguna otra empresa de servicios públicos pueda ofrecer los mismos servicios en la misma área durante un tiempo determinado. Esta modalidad facilita la viabilidad financiera del operador privado. El art. 28 de esta Ley establece que todas las empresas tienen el derecho a construir, operar y modificar sus redes e instalaciones para prestar los servicios públicos, para lo cual cumplirán con los mismos requisitos, y ejercerán las mismas facultades que las leyes y demás normas pertinentes establecen para las entidades oficiales que han estado encargadas de la prestación de los mismos servicios, y las particulares previstas en esta ley.

	G. Fortalecer la gestión de la infraestructura utilizada para la prestación de los servicios públicos domiciliarios.
	Los ámbitos de acción más relevantes para optimizar la gestión de la infraestructura son: i) incentivar la eficiencia en la gestión de las empresas; ii) desarrollar e implementar políticas adecuadas y estables de mantenimiento de activos; y iii) optimizar el uso de la infraestructura a través de incentivos a la demanda. 
	Ley 142 de 194, art.28 establece que las empresas tienen la obligación de efectuar el mantenimiento y reparación de las redes locales, cuyos costos serán a cargo de ellas.


	3. Promover la innovación para fomentar la eficiencia, el acceso y la sostenibilidad ambiental
	Esta Política resalta el rol de la tecnología para incrementar el acceso con soluciones costo-efectivas, reducir los costos de mantenimiento y administrar el consumo, evitando inversiones innecesarias en mayor capacidad. La Política reconoce que se deberá contribuir a diseminar información sobre la adopción, financiamiento y esquemas de gestión de las soluciones tecnológicas más apropiadas para cada combinación particular de servicio público y características de la demanda.
	En la Ley 143 de 1994 art.6 se establece que las actividades relacionadas con el servicio de electricidad se regirán por principios de eficiencia, calidad, continuidad, adaptabilidad, neutralidad, solidaridad y equidad. El principio de adaptabilidad conduce a la incorporación de los avances de la ciencia y de la tecnología que aporten mayor calidad y eficiencia en la prestación del servicio al menor costo económico.



